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                            Consejo Superior de la Judicatura 

       Consejo Seccional de la Judicatura del Atlántico 
                            JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO EN ORALIDAD 
                                                            SOLEDAD - ATLANTICO 

 
JUZGADO SEGUNDO CIVIL DEL CIRCUITO DE ORALIDAD DE SOLEDAD 
SOLEDAD – DIECIOCHO (18) DE JULIO DE DOS MIL VEINTITRES (2023) 

 
ASUNTO: ACCIÓN DE TUTELA DE SEGUNDA INSTANCIA 
RAD:2023-0285 (T02-2023-00005-01 S.I.) 
ACCIONANTE: YANETH DEL CARMEN RODRIGUEZ ROSARIO 
ACCIONADO: COLMODERNAS S.A.S 

 
ASUNTO A TRATAR 

 
Procede el despacho a resolver la impugnación en contra del fallo de primera instancia 
proferido el 2 de junio de 2023 por el JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑSA CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD, dentro de la acción de tutela impetrada por 
YANETH DEL CARMEN RODRIGUEZ ROSARIO en contra de COLMODERNAS, por la 
presunta violación de su derecho fundamental al MINIMO VITAL y PETICION con 
fundamento en los siguientes: 
 

HECHOS 
 
Manifiesta el accionante en el libelo incoatorio lo siguiente: 
 

 

 

SIGCMA 
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PRETENSIONES 
 

 
 

DE LA ACTUACIÓN 
 

La acción de tutela fue admitida por el JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y 
COMPETENCIAS MULTIPLES DE SOLEDAD a través de auto adiado 25 de abril de 
2023, ordenándose oficiar a la accionada para que rindiera un informe sobre los hechos 
de la acción de tutela. Asimismo vincula al trámite a EPS SALUD TOTAL, 
ADMINISTRADORA DE FONDO DE PENSIONES PROTECCIÓN 
 
Informe rendido en los siguientes términos  
 
INFORME COLMODERNAS S.A.S 
GUILLERMO VEGA ARIAS, en calidad de Representante Legal manifestó: 
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INFORME PROTECCION S.A 
JULIANA MONTOYA ESCOBAR,  en calidad de Representante Legal Judicial, manifestó: 
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INFORME SALUD TOTAL EPS 
YOLIMA RODRIGUEZ HINCAPIE, en calidad de Representante Legal de SALUD TOTAL 
EPS-S S.A., Sucursal Barranquilla, manifestó: 
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INFORME SUPERSOCIEDADES 

SANDRA MAYERLI RUIZ MORENO, en calidad de Coordinadora del Grupo de Relación 
Estado – Ciudadano, manifestó: 
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FALLO DE PRIMERA INSTANCIA. 
 

JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 
SOLEDAD, mediante providencia del 2 de junio de 2023, resolvió conceder el amparo 
invocado en atención a que quedó acreditado para el a quo la vulneración de los derechos 
fundamentales invocados 
  

DE LA IMPUGNACIÓN 
 

Inconforme con la decisión del a quo, la parte accionante presentó impugnación 
asegurando que  el  fallo  debe  ser revocado, atendiendo lo siguiente: 
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PROBLEMA JURÍDICO 

 
De conformidad con lo preceptuado por el actor corresponde analizar así: 
 
¿Se están vulnerando los derechos invocados por la parte accionante con ocasión de la 
falta de pago de las incapacidades comprendida entre junio de 2021 hasta enero de 
2022? 
 
¿Se dan los presupuestos jurídicos- fácticos para revocar el fallo impugnado? 

   
FUNDAMENTO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL 

 
El marco constitucional está conformado por el artículo 13, 29, 48, 49 y 86 de la 
Constitución Política, sus decretos reglamentarios 2591 de 1991, sentencias T-1090/07, 
T-786-10 T-643/14 , T-138/14, T-723/14, T-643/14, T- 245-15, T- 144-  2016, SU- 047-
2017 y sentencia T- 151-2017 entre muchas otras.  
 

CONSIDERACIONES 
 
El Constituyente de 1991, se preocupó por constitucionalizar no sólo una completa 
declaración de derechos, sino por crear los mecanismos idóneos para su eficaz 
protección. La acción de tutela se estableció en la Constitución Política Colombiana, como 
un mecanismo residual, para aquellos casos de violación de Derechos Fundamentales en 
los cuales la persona afectada no tuviere ningún otro mecanismo para protegerlos. 
 
A continuación, se exponen brevemente los derechos fundamentales cuya protección 
invoca el accionante. 
 
DERECHO DE PETICIÓN: Garantía fundamental reconocida en nuestro ordenamiento 

Constitucional en el artículo 23, mediante el cual todas las personas tienen derecho a 

presentar solicitudes ante la administración pública y obtener de éstos resolución pronta y 

efectiva. Tiene su núcleo esencial en el hecho de obtener una respuesta clara, concreta, 

efectiva a las peticiones del ciudadano, a pesar de que la respuesta no siempre vaya a 

ser positiva a sus peticiones, pero por lo menos, le permite absolver su requerimiento y 

acudir a las instancias necesarias cuando sea negativa. 

 

“La amplia jurisprudencia de la Corte Constitucional1 ha establecido 

estos parámetros: 

 

a) El derecho de petición es fundamental y determinante para la 

efectividad de los mecanismos de la democracia participativa. 

Además, porque mediante él se garantizan otros derechos 

constitucionales, como los derechos a la información, a la 

participación política y a la libertad de expresión. 

 

b) El núcleo esencial del derecho de petición reside en la resolución 

pronta y oportuna de la cuestión, pues de nada serviría la posibilidad 

de dirigirse a la autoridad si ésta no resuelve o se reserva para sí el 

sentido de lo decidido. 

 

 
1 Pueden consultarse las sentencias T-12 de 1992, T-419 de 1992, T-172 de 1993, T-306 de 1993, T-335 de 1993, T-571 de 1993, T-279 

de 1994, T-414 de 1995, T-529 de 1995, T-604 de 1995, T-614 de 1995, SU-166 de 1999, T-307 de 1999, t -095-2015 y 180-2015 entre 

muchas otras. 
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c) La respuesta debe cumplir con estos requisitos: 1. oportunidad 2. 

Debe resolverse de fondo, clara, precisa y de manera congruente con 

lo solicitado 3. Ser puesta en conocimiento del peticionario. Si no se 

cumple con estos requisitos se incurre en una vulneración del 

derecho constitucional fundamental de petición. 

 

d) Por lo anterior, la respuesta no implica aceptación de lo solicitado 

ni tampoco se concreta siempre en una respuesta escrita. 

 

e) Este derecho, por regla general, se aplica a entidades estatales, 

esto es, a quienes ejercen autoridad. Pero, la Constitución lo extendió 

a las organizaciones privadas cuando la ley así lo determine.  

 

f) La Corte ha considerado que cuando el derecho de petición se 

formula ante particulares, es necesario separar tres situaciones: 1. 

Cuando el particular presta un servicio público o cuando realiza 

funciones de autoridad. El derecho de petición opera igual como si se 

dirigiera contra la administración. 2. Cuando el derecho de petición se 

constituye en un medio para obtener la efectividad de otro derecho 

fundamental, puede protegerse de manera inmediata. 3. Pero, si la 

tutela se dirige contra particulares que no actúan como autoridad, 

este será un derecho fundamental solamente cuando el Legislador lo 

reglamente. 

g). En relación con la oportunidad de la respuesta, esto es, con el 

término que tiene la administración para resolver las peticiones 

formuladas, por regla general, se acude al artículo 6º del Código 

Contencioso Administrativo que señala 15 días para resolver. De no 

ser posible, antes de que se cumpla con el término allí dispuesto y 

ante la imposibilidad de dar una respuesta en dicho lapso, la 

autoridad o el particular deberá explicar los motivos y señalar el 

término en el cual se realizará la contestación. Para este efecto, el 

criterio de razonabilidad del término será determinante, puesto que 

deberá tenerse en cuenta el grado de dificultad o la complejidad de 

la solicitud. Cabe anotar que la Corte Constitucional ha confirmado 

las decisiones de los jueces de instancia que ordena responder 

dentro del término de 15 días, en caso de no hacerlo, la respuesta 

será ordenada por el juez, dentro de las cuarenta y ocho (48) horas 

siguientes...” 

 

El artículo 14 de la ley 1437 de 2011, ordena que toda petición deberá resolverse dentro 

de los quince (15) días siguientes a su recepción. Según el Consejo de Estado operó la 

reviviscencia del Código Contencioso Administrativo, en particular en el derecho de 

petición desde el  1 de enero de 2005 hasta la fecha anterior a la que empiece a regir la 

nueva ley estatutaria sobre el derecho de petición2. La ley 1755 de 2015 que regula la 

materia está vigente desde el 30 de junio de 2015. 

  

 
2 Consejo  de Estado, Sala de Consulta  Civil  C. P. ÁLVARO NAMEN VARGAS, 28 de enero  de 2015 radicado  11001-03-06-00-

2015-002-00 (2243)   
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Artículo 21 De la ley 1755 de 2015 señala: Que si la autoridad a quien se dirige la petición 

no es la competente, se informará de inmediato al interesado si este actúa verbalmente, o 

dentro de los cinco (5) días siguientes al de la recepción, si obró por escrito. Dentro del 

término señalado remitirá la petición al competente y enviará copia del oficio remisorio al 

peticionario o en caso de no existir funcionario competente así se lo comunicará. Los 

términos para decidir o responder se contarán a partir del día siguiente a la recepción de 

la Petición por la autoridad competente. 

 

En sentencia T- 149- 2013  de la Corte Constitucional dilucidó  sobre  la necesidad de 

respuesta con ocasión de la presentación de solicitudes ante autoridades públicas:  

 

“4.3. Entendido así, como garantía constitucional y legal, el ejercicio del 

derecho de petición por parte de los ciudadanos, supone el movimiento del 

aparato estatal con el fin de resolver la petición elevada e impone a las 

autoridades una obligación de hacer, que se traduce en el deber de dar pronta 

respuesta al peticionario.  

 

4.4. Justamente, este deber esencial de parte de la administración, que se 

deriva del mandato superior a obtener pronta resolución, ha sido desarrollado 

y sistematizado por esta Corporación en conjunto con otros elementos 

característicos del derecho de petición, que conforman su núcleo fundamental.  

 

4.5. La efectividad y el respeto por el derecho de petición, se encuentran 

subordinados a que la autoridad requerida, o el particular según se trate, 

emitan una respuesta de fondo, clara, congruente, oportuna y con una 

notificación eficaz. 

 

4.5.1. En relación con los tres elementos iniciales- resolución de fondo, clara y 

congruente-, la respuesta al derecho de petición debe versar sobre aquello 

preguntado por la persona y no sobre un tema semejante o relativo al asunto 

principal de la petición. Quiere decir, que la solución entregada al peticionario 

debe encontrarse libre de evasivas o premisas ininteligibles que desorienten el 

propósito esencial de la solicitud, sin que ello implique la aceptación de lo 

solicitado.  

 

Desde luego, este deber de contestar de manera clara y coherente, no impide 

que la autoridad suministre información adicional relacionada con los intereses 

del peticionario, pues eventualmente ésta puede significar una aclaración 

plena de la respuesta dada. 

 

4.5.2. Respecto de la oportunidad  de la respuesta, como elemento connatural 

al derecho de petición y del cual deriva su valor axiológico, ésta se refiere al 

deber de la administración de resolver el ruego con la mayor celeridad posible, 

término que en todo caso, no puede exceder del estipulado en la legislación 

contencioso administrativa para resolver las peticiones formuladas. 
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4.5.2.1. Si bien en algunas oportunidades, la administración se encuentra 

imposibilitada para dar una respuesta en el lapso señalado por el legislador; 

en principio, esta situación no enerva la oportunidad o la prontitud de la 

misma, pues la autoridad está en la obligación de explicar los motivos y 

señalar un término razonable en el cual se realizará la contestación.  

 

4.5.2.2. En estos casos, el deber de la administración para resolver las 

peticiones de manera oportuna, también debe ser examinado con el grado de 

dificultad o  complejidad de la solicitud, ejercicio que de ninguna manera 

desvirtúa la esencialidad de este elemento, pues mientras la autoridad 

comunique los detalles de la respuesta venidera, el núcleo fundamental del 

derecho de petición, esto es, la certidumbre de que se obtenga una respuesta 

a tiempo, se mantiene.  

 

4.5.3.  Asimismo, el derecho de petición solo se satisface cuando la persona 

que elevó la solicitud conoce la respuesta del mismo. Significa que ante la 

presentación de una petición, la entidad debe notificar la respuesta al 

interesado.3  

 

Cabe recordar que el derecho de petición, se concreta en dos momentos 

sucesivos, ambos subordinados a la actividad administrativa del servidor que 

conozca de aquél. En primer lugar, se encuentra la recepción y trámite de la 

petición, que supone el contacto del ciudadano con la entidad que, en 

principio, examinará su solicitud y seguidamente, el momento de la respuesta, 

cuyo significado supera la simple adopción de una decisión para llevarla a 

conocimiento directo e informado del solicitante...”  

 

MÍNIMO VITAL: La Corte Constitucional retomando importante jurisprudencia del Tribunal 

Constitucional Alemán, ha encontrado que la Constitución protege el derecho fundamental 

al “mínimo vital”. Este derecho se funda en el principio de solidaridad social y hace alusión 

a  la  obligación -del  Estado  o  de  un  determinado  particular -de  satisfacer  las  

mínimas condiciones de vida de una persona. La Corte Constitucional se ha referido al 

mínimo vital de  diversas  maneras:   

(1)  como  derecho  fundamental  innominado  que  asegura  los elementos  materiales  

mínimos  para  garantizar  al  ser  humano  una  subsistencia  digna;  y  

(2) como el núcleo esencial de los derechos sociales –como el derecho a la pensión o al 

salario -cuya   garantía   resulta   necesaria   para   la   satisfacción   de   los   derechos 

fundamentales.  En  este  último  caso,  la  Corte  sostiene  que  un  derecho  social  

puede adquirir el rango de fundamental por conexidad cuando se vulnera el mínimo vital. 

En cualquier caso, el mínimo vital es un derecho a la subsistencia que aun cuando no se 

encuentra  expresamente  contemplado  en  la  Constitución,  “puede  deducirse  de  los 

derechos a la salud, al trabajo, y a la asistencia o a la seguridad social”.  

 
3 Sobre este asunto, la Corte Constitucional ha tenido varias oportunidades de pronunciarse al respecto. Por ejemplo, en sentencia T-
178/00, M.P. José Gregorio Hernández Galindo, la Corte conoció de una tutela presentada en virtud de que una personería municipal no 

había respondido a una solicitud presentada. A pesar de constatar que la entidad accionada había actuado en consecuencia con lo pedido, se 

comprobó que no había informado al accionante sobre tales actuaciones, vulnerándose así el derecho de petición. Igualmente, en la 
sentencia T-615/98, M.P. Vladimiro Naranjo Mesa, la Corte concedió la tutela al derecho de petición por encontrar que si bien se había 

proferido una respuesta, ésta había sido enviada al juez y no al interesado. Y de manera similar en sentencia T- 249 de 2001, M.P. José 

Gregorio Hernández Galindo. 
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Este derecho incluye,  el  núcleo  esencial  de  derechos  sociales  prestacionales  y  tiene  

como  función lograr una igualdad material, “cuando se comprueba un atentado grave 

contra la dignidad humana  de  personas  pertenecientes  a  sectores  vulnerables  de  la  

población,  y  siempre que  el  Estado,  pudiéndolo  hacer,  ha  dejado  de  concurrir  a  

prestar  el  apoyo  material mínimo sin el cual la persona indefensa sucumbe ante su 

propia impotencia.”  

PAGO DE INCAPACIDADES LABORALES 

La Ley 100 de 1993, el Decreto 1049 de 1999, el Decreto 2943 de 2013, la Ley 692 de 

2005, entre otras disposiciones normativas, han dispuesto figuras conocidas como el pago 

de incapacidades, seguros, auxilios y pensión de invalidez, con la finalidad de garantizar 

protección a los trabajadores que dejan de percibir un ingreso económico a causa de 

accidentes laborales o enfermedades de origen común. Estas medidas buscan, además, 

reconocer la importancia que tiene el salario de los trabajadores en el ejercicio de sus 

derechos fundamentales al mínimo vital, a la salud y a la vida digna. Así lo ha sostenido la 

Corte, específicamente en lo relativo a las incapacidades, estableciendo que el pago de 

estas obedece a la necesidad de “(…) garantizar que la persona afectada no interrumpa 

sus tratamientos médicos o que pueda percibir un sustento económico a título de 

incapacidad o de pensión de invalidez, cuando sea el caso. Tal hecho permite concluir 

que el Sistema de Seguridad Social está concebido como un engranaje en el cual se 

establece que ante una eventual contingencia exista una respuesta apropiada” 

En este sentido, la Corte definió unas reglas en materia de incapacidades médicas que 

fueron recogidas en la sentencia T-490 de 2015, así: 

“i) el pago de las incapacidades sustituye el salario del trabajador, durante el tiempo que 

por razones médicas está impedido para desempeñar sus labores, cuando las 

incapacidades laborales son presumiblemente la única fuente de ingreso con que cuenta 

el trabajador para garantizarse su mínimo vital y el de su núcleo familiar; 

ii) el pago de las incapacidades médicas constituye también una garantía del derecho a la 

salud del trabajador, pues coadyuva a que se recupere satisfactoriamente, sin tener que 

preocuparse por la reincorporación anticipada a sus actividades laborales, con el fin de 

obtener recursos para su sostenimiento y el de su familia; y 

iii) Además, los principios de dignidad humana e igualdad exigen que se brinde un 

tratamiento especial al trabajador, quien debido a su enfermedad se encuentra en estado 

de debilidad manifiesta.” 

4.3. Por lo tanto, es claro que si un trabajador no se encuentra en condición de generar un 

ingreso económico para su subsistencia y la de su familia a causa de afecciones en su 

estado de salud, el reconocimiento de incapacidades constituye una garantía de sus 

derechos fundamentales al mínimo vital, a la salud y a la vida digna durante los periodos 

correspondientes a las incapacidades. De ahí, que la Corte Constitucional reconozca que 

“sin dicha prestación, se presume la vulneración de los derechos en mención”. 

MARCO NORMATIVO Y JURISPRUDENCIAL EN RELACIÓN CON EL PAGO DE 

INCAPACIDADES MÉDICAS. REITERACIÓN DE JURISPRUDENCIA. 

En línea con lo señalado anteriormente, es preciso considerar que el Sistema General de 

Seguridad Social ha determinado, en concordancia con las disposiciones legales en la 

materia, que los trabajadores tienen derecho a ser protegidos en su derecho a la vida 

digna cuando con ocasión a un accidente acaecido en desarrollo de sus funciones 

laborales o por enfermedad de origen común, no se encuentren en condición de continuar 

con sus actividades laborales y, por tanto, de generar un ingreso para su sostenimiento y 

el de su familia. 
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Ahora bien, en lo relativo a las limitaciones laborales sobrevinientes al trabajador, la Corte 

ha señalado en reiterada jurisprudencia 3 tipos de incapacidades que pueden ser 

producto de enfermedades laborales o de origen común. Al respecto, ha distinguido estas 

incapacidades de la siguiente manera: “(i) temporal, cuando se presenta una imposibilidad 

transitoria de trabajar y aún no se han definido las consecuencias definitivas de una 

determinada patología; (ii) permanente parcial, cuando se presenta un disminución parcial 

pero definitiva de la capacidad laboral, en un porcentaje igual o superior al 5%, pero 

inferior al 50%, y (iii) permanente (o invalidez), cuando el afiliado padece una disminución 

definitiva de su capacidad laboral superior al 50%”. Por lo anterior se hace necesario 

precisar sobre quién recae la responsabilidad de pago de los diferentes tipos de 

incapacidades antes citados. 

5.1. Incapacidades por enfermedad de origen común 

En virtud de lo consagrado en el artículo 227 del Código Sustantivo del Trabajo y de la 

Seguridad Social y el artículo 23 del Decreto 2463 de 2001, uno de los factores 

determinantes para definir el monto y la responsabilidad de pago de las incapacidades 

producto de enfermedades de origen común, es el tiempo de duración de estas. 

En este sentido, encontramos, por un lado, las incapacidades de una duración de hasta 

180 días contados a partir del hecho generador de esta, en cuyo caso se reconoce el 

pago de un auxilio económico. Por otro lado, cuando la incapacidad supera los 180 días, a 

partir del día 181 se aplica la figura de pago del conocido subsidio de incapacidad. 

Una vez determinada la figura aplicable a las incapacidades de hasta 180 días o 

superiores, es preciso indicar la obligación de pago en cada caso. Al respecto la 

jurisprudencia ha distinguido 4 escenarios, así: 

A.   Conforme a lo contenido en el artículo 1° del Decreto 2943 de 2013, el empleador 

será el encargado de asumir el pago de las incapacidades durante los días 1 y 2. 

B.    Si la incapacidad supera el día 2, el artículo antes citado dispone que a partir del día 

3 y hasta el día 180 la obligación de cancelar el auxilio económico recae en la EPS a la 

que se encuentre afiliado el trabajador. 

C.    Por otra parte, si la limitación laboral del trabajador, emitida a través de una 

incapacidad, es mayor a los 180 días, a partir del día 181 y hasta los 540 días, el pago de 

este tipo de prestaciones económicas está a cargo de los fondos de pensiones, en virtud 

de la facultad que el artículo 52 de la Ley 962 de 2005 otorga a estos para “postergar la 

calificación de invalidez, cuando haya concepto favorable de rehabilitación por parte de la 

EPS” 

La Corte ha destacado que esta situación fáctica, como regla general, tiene una 

excepción consistente en que la EPS debe emitir el concepto de rehabilitación del afiliado 

antes del día 120 de incapacidad y debe ser enviado a la AFP antes del día 150. Así 

pues, si pasados 180 días iniciales la EPS no ha expedido el concepto de rehabilitación, 

“será responsable del pago de un subsidio equivalente a la incapacidad temporal, con 

cargo a sus propios recursos hasta tanto sea emitido dicho concepto”. De manera que la 

AFP debe asumir el pago de incapacidades desde el día 181 al 540, a menos que la EPS 

haya omitido el deber de emisión y envío del concepto de rehabilitación correspondiente. 

D.   Finalmente, en el escenario de aquellas personas que i) contaban con un concepto 

favorable de rehabilitación, ii) calificación de pérdida de capacidad laboral inferior al 50% y 

iii) continuaban con incapacidades superiores a los 540 días, la jurisprudencia 

constitucional había considerado un déficit de protección previo a la promulgación de la 

Ley 1753 de 2015. 
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En este sentido, en sentencia T-468 de 2010, esta corporación había reconocido la 

existencia de múltiples eventos en los que una afectación a la salud de los trabajadores 

llevaba a las EPS a certificar incapacidades superiores al tiempo estipulado en el Sistema 

Integral de Seguridad Social, ya que las limitaciones físicas no permitían determinar una 

pérdida de capacidad laboral mayor al 50%, pero la imposibilidad de retomar las 

actividades laborales continuaba. Por tanto, el trabajador quedaba en un estado de 

desamparo y desprotección sin los medios necesarios para subsistir por no contar con 

una garantía de pago de incapacidades superiores a los 540 días ni poder acceder a una 

pensión de invalidez. 

5.2. Ahora bien, la expedición de la Ley 1753 de 2015 supuso una solución al déficit de 

protección antes referido. Así, el artículo 67 de dicha normatividad dispuso que los 

recursos del Sistema General de Seguridad Social en Salud estarán destinados, entre 

otras cosas “[al] reconocimiento y pago a las Entidades Promotoras de Salud por el 

aseguramiento y demás prestaciones que se reconocen a los afiliados al Sistema General 

de Seguridad Social en Salud, incluido el pago de incapacidades por enfermedad de 

origen común que superen los quinientos cuarenta (540) días continuos.” (Negrita propia) 

5.3. Con todo, la Corte Constitucional ha sido reiterativa en considerar que, a partir de la 

vigencia del artículo 67 de Ley 1753 de 2015, “en todos los casos en que se solicite el 

reconocimiento y pago del subsidio de incapacidad superior a 540 días, el juez 

constitucional y las entidades que integran el Sistema de Seguridad Social están en la 

obligación de cumplir con lo dispuesto en dicho precepto legal, con el fin de salvaguardar 

los derechos fundamentales del afiliado” 

5.4. Un ejemplo de lo anterior es la sentencia T-144 de 2016 en la que esta corporación 

conoció el caso de una persona que sufrió un accidente de tránsito y las lesiones sufridas 

ocasionaron la emisión de incapacidades superiores a los 540 días, pero su dictamen de 

pérdida de capacidad laboral no superaba el 50%. En dicha oportunidad, la Sala Quinta 

de Revisión concluyó que la obligación de reconocer y pagar las incapacidades 

posteriores al día 540 estaba a cargo de las EPS, en virtud de la Ley 1753 de 2015. Ello, 

tras considerar que el caso se trataba de una persona que “no goza de una pensión de 

invalidez, (…) está incapacitada medicamente para trabajar, pero no es beneficiaria de 

ninguna fuente de auxilio dinerario para subsistir dignamente. Ello evidentemente indica 

que se encuentra en situación de debilidad manifiesta, lo que vulnera su derecho al 

mínimo vital y se amenazan otros derechos fundamentales, tales como la vida digna y la 

salud”. 

En dicha sentencia la Corte definió tres reglas necesarias para la aplicación del artículo 67 

de la Ley 1753 de 2015 en casos similares al estudiado en esa ocasión. En tal sentido 

señaló lo siguiente: 

“(i) existe la necesidad de garantizar una protección laboral reforzada a los trabajadores 

que han visto menoscabada su capacidad laboral y tienen incapacidades prolongadas 

pero su porcentaje de disminución ocupacional no supera el 50%; 

(ii) El deber legal impuesto a las EPS respecto de las incapacidades posteriores al día 540 

es obligatorio para todas las autoridades y entidades del SGSSS. Sin embargo, cabe 

anotar que las entidades promotoras pueden perseguir lo pagado ante la entidad 

administradora del Sistema; y, 

(iii) La referida norma legal puede aplicarse de manera retroactiva, en virtud del principio 

de igualdad”. 

5.5. En otro momento, la Sala Novena de Revisión de la Corte Constitucional determinó, a 

través de la sentencia T-200 de 2017, que las EPS no pueden sustraerse de su obligación 

de cancelar las incapacidades médicas cuando superan los 540 días alegando falta de 
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legislación, por cuanto la expedición de la Ley 1753 de 2015 superó el déficit de 

protección que existía en dicha materia. 

Asimismo, en dicha providencia, la Corte sintetizó los supuestos de hecho en los que se 

expiden incapacidades médicas con su correspondiente responsable de pago. En tal 

sentido se diseñó el siguiente esquema: 

5.6. Finalmente, en la sentencia T-194 de 2021 esta corporación conoció el caso de una 

persona diagnosticada con trastorno de la personalidad emocionalmente inestable, 

trastorno de adaptación, dolor crónico y episodio depresivo moderado; y que, como 

consecuencia de ello, estaba siendo tratada farmacológicamente. Además, contaba con 

incapacidades superiores a los 540 días debido a distintos diagnósticos médicos, tales 

como, enfermedad de la glándula de bartolin, divertículo de la uretra, cálculo de las vías 

urinarias o de riñón y otros dolores abdominales. En dicha ocasión, al referirse al 

responsable del pago de incapacidades superiores a 540 días, la Corte reiteró lo 

siguiente: 

“(…) el Sistema General de Seguridad Social no previó esta situación dentro de su marco 

normativo y, por tanto, los asegurados incursos en estas circunstancias, antes de la 

promulgación de la Ley 1753 de 2015 (…), se encontraban desprotegidos legalmente 

como consecuencia de la ausencia de claridad respecto de la entidad que debía asumir el 

pago del auxilio por incapacidad cuando los mismos superaban los 540 días. Sin 

embargo, el vacío de regulación fue efectivamente superado con la ley mencionada, al 

determinar que el pago de las incapacidades superiores a los 540 días debía asumirse 

por las entidades promotoras de salud (EPS) y que como mecanismo para reevaluar la 

real capacidad de trabajo del afectado y propender oportunamente por la reincorporación 

del asegurado a sus funciones laborales, el Gobierno Nacional tenía la obligación de 

reglamentar el procedimiento de revisión periódica de la incapacidad”. 

5.7. En conclusión, es indiscutible señalar que, con posterioridad a la vigencia de la Ley 

1753 de 2015, el déficit de protección que existía con relación al pago de incapacidades 

superiores a los 540 días a favor de personas que contaban con pérdida de capacidad 

laboral inferior al 50% quedó superado. Por lo tanto, tal como ha sido ampliamente 

reiterado por la jurisprudencia constitucional, el pago de dichas prestaciones económicas 

debe ser asumido por las Entidades Promotoras de Salud, conforme a lo dispuesto en el 

artículo 67 de Ley 1753 de 2015. 

 
CASO CONCRETO 

 
En el sub examine, el conflicto jurídico se contrae a determinar si existe vulneración de los 
derechos fundamentales invocados por YANTEH DEL CAMREN RODRIGUEZ ROSARIO, 
presuntamente vulnerados por COLMODERNAS S.A.S Y AFP PROTECCION) en 
atención  a la falta de reconocimiento y pago de la incapacidades comprendidas entre 
Junio de 2021 y Enero de 2022. 
 
El A quo en primera instancia resolvió conceder el amparo invocado y ordenar el pago de 
las incapacidades comprendidas entre 21 de septiembre de 2022 hasta el 15 de mayo de 
2023. Sin embargo, la actora impugna asegurando que además debe ordenarse el pago 
de las incapacidades comprendidas entre julio de 2021 a enero de 2022. 
 
Ahora bien, en relación a lo manifestado por la accionante en el escrito de impugnación, 
resulta necesario traer a colación lo que en reiterada jurisprudencia a abordado la Corte 
Constitucional respecto a la inmediatez de la acción de tutela. 

 
“El principio de inmediatez. Si bien es cierto que la acción de tutela no está sometida a 
un término de caducidad, sí tiene que ser interpuesta en un plazo razonable y 
proporcionado a partir del hecho generador de la vulneración, en el caso de las 
providencias judiciales, desde que quedó ejecutoriada. Por lo anterior, el juez no podrá 
declarar procedente la acción de tutela, cuando la solicitud se haga de manera tardía. De 
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cualquier modo deberán ser observadas las circunstancias en cada caso concreto para 
determinar si la acción fue o no interpuesta en un término prudencial.” 
 
Sumado a lo anterior, se evidencia que en el informe rendido por la vinculada SALUD 
TOTAL EPS, adjunta el fallo de tutela proferido por el JUZGADO CUARTO CIVIL 
MUNICIPAL DE SOLEDAD dentro de la acción de tutela incoada por YANETH DEL 
CARMEN RODRIGUEZ ROSARIO en contra COLMODERNAS S.A.S. y los vinculados 
ADMINISTRADORA DE FONDOS DE PENSIONES Y CESANTÍAS  PROTECCIÓN S.A y 
a la E.P.S SALUD TOTAL, el cual fue resuelto el 15 de noviembre de 2022 en el siguiente 
sentido: 
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Como se puede observar la actora ha presentado dos acciones de tutela poniendo de 
presente hechos similares por que resulta necesario exhortar a la actora para que se 
abstenga de presentar acción de tutela con los mismos hechos y pretensiones ya 
discutidos y resueltos en sede constitucional. 
 
Al Respecto la Sentencia SU027/2021, dispuso: 
 
“El artículo 38 del Decreto 2591 de 1991 establece que la actuación temeraria se 
configura cuando se presenta la misma acción de tutela por la misma persona o su 
representante ante varios jueces o tribunales, sin motivo expresamente justificado. Lo 
anterior, trae como consecuencia su rechazo o la decisión desfavorable de todas las 
solicitudes. 
 
2.1.2. Sobre el ejercicio temerario de la acción de tutela, esta Corporación, en reiterada 
jurisprudencia ha desarrollado los aspectos a tener en cuenta para abordar su posible 
configuración. Entre ellos, ha sostenido que deben analizarse los siguientes: 
 
1.     Que se presente una identidad de procesos, esto es, que las acciones de tutela 
presentadas de manera simultánea o sucesiva tengan una triple identidad, a saber, se 
trata de las mismas partes, se plantean los mismos hechos y la misma solicitud. 
 
2.     Que el caso no sea uno de aquellos considerados como excepcionales que no 
constituyen una actuación temeraria, de acuerdo con lo señalado explícitamente por la ley 
o la jurisprudencia. 
 
3.     Que en caso de presentarse una solicitud de tutela que pretenda ser diferente a una 
anterior con la que guarda identidad (a partir de un desarrollo argumentativo diferente) el 
juez constitucional acredite que, en realidad, los dos procesos tienen las mismas partes, 
se sustentan en las mismas razones y solicitud. 
 
2.1.3. Respecto del primero de los aspectos antes anotado, el juez debe analizar si hay 
una triple identidad entre las acciones de tutela presentadas de manera simultánea o 
sucesiva, teniendo en cuenta los siguientes elementos: 
 
1.     Identidad de partes, esto es, que las acciones de tutela se hayan presentado por la 
misma persona natural o jurídica o a través de su apoderado o representantes y se dirija 
contra el mismo demandado. 
 
2.     Identidad de causa petendi, es decir, que el ejercicio repetido de la acción de tutela 
se fundamente en los mismos hechos que le sirven de sustento. 
 
3.     Identidad de objeto, en otras palabras, que las demandas persigan la satisfacción de 
la misma pretensión o invoquen la protección de los mismos derechos fundamentales. 
 
De la misma manera, esta Corporación ha entendido la temeridad desde dos 
perspectivas. La primera alude a su estructuración cuando una persona presenta 
simultáneamente varias acciones de tutela ante distintas autoridades judiciales y la 
segunda extiende la temeridad a aquellos eventos en los cuales la persona, de mala fe, 
ejerce de manera sucesiva la misma acción.” 
 
Finalmente y en gracia de discusión para este Despacho, además de no cumplir el 
requisito de inmediatez lo solicitado por la actora en el escrito de impugnación, por ser 
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hechos que datan de Junio de 2021; no existe documento que pruebe las incapacidades 
que la actora señala. 
 
Por todo lo antes expuesto se CONFIRMARA en todas sus partes el fallo proferido el 2 de junio de 
2023  por el JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MUTLIPLES DE 
SOLEDAD 
 
EN MÉRITO DE LO EXPUESTO, EL JUZGADO SEGUNDO CIVIL CIRCUITO DE 

SOLEDAD, ADMINISTRANDO JUSTICIA EN NOMBRE DE LA REPÚBLICA Y POR 

AUTORIDAD DE LA LEY, 

RESUELVE 

 

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de primera instancia proferido el 2 de junio de 2023 por 

el JUZGADO CUARTO DE PEQUEÑAS CAUSAS Y COMPETENCIAS MULTIPLES DE 

SOLEDAD dentro de la solicitud de amparo instaurada por YANETH DEL CARMEN 

RODRIGUEZ ROSARIO en contra de COLMODERNAS de conformidad con lo expuesto 

en la parte motiva de este proveído.  

SEGUNDO: EXHORTAR a la actora para que se abstenga de presentar acción de tutela 
con los mismos hechos y pretensiones ya discutidos y resueltos en sede constitucional. 
 

TERCERO: Notificar ésta providencia a las partes, así como al señor Defensor del Pueblo 

de la Ciudad y al juez a quo, por el medio más expedito y eficaz. 

CUARTO: Remítase el expediente a la Honorable corte constitucional para su eventual 

revisión, según lo dispuesto en el Decreto 2591 de 1.991. 

 

NOTA: SE FIRMA EN FORMATO PDF EN RAZÓN A LOS INCONVENIENTES QUE PRESENTA LA 

PAGINA DE FIRMA DIGITAL 

 


